	DERECHOS 

.
Se debate en Córdoba si agua y tierra son derechos elementales o sólo mercancías 

.
Los días 10 y 11 de noviembre se realizó en Córdoba la Reunión-Taller “Tierra y Agua: un derecho para todos”. Organizada por diferentes ONGs y Centros de Investigación, participaron del encuentro expertos nacionales e internacionales, organizaciones de la sociedad civil (OSC) y miembros de instituciones académicas. Se expusieron diferentes estrategias en la lucha por la tierra y el agua, pero con una concepción común: no se trata de mercancías sino de bienes sociales y, por lo tanto, derechos de todas las personas. 

.
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Durante dos días expertos en la temática de la tierra y agua, en conjunto con organizaciones de la sociedad civil, discutieron conceptos y estrategias para hacer frente a una realidad de alcance internacional: a la histórica concentración de la tierra (tanto la rural como la urbana), se suma ahora la pretensión de controlar las reservas de agua dulce a nivel mundial, ya que su escasez promete convertir este recurso vital en un negocio altamente rentable. 

“A diferencia de países como México y Costa Rica, Argentina no tiene una Ley de Agua que la preserve como bien público y estratégico”, sostuvo Elvio Alveroni, Representante Nacional de la Secretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva (SECyT), en la apertura de las jornadas de trabajo. 

Para el funcionario, ésta es una carencia que se debe resolver urgente porque es claro que el agua ya es un recurso estratégico a nivel mundial. A pesar de esta carencia, Alveroni comentó que desde la SECyT se están elaborando proyectos de innovación tecnológica de alcance nacional e internacional sobre la que es una de las mayores reservas mundiales de agua dulce: el Acuífero Guaraní. 

Poca transparencia 

Quien primero abordó la temática fue Nora Clichevsky, profesora de la Universidad de Buenos Aires. Bajo el título “Políticas posibles para mejorar el acceso al suelo de los sectores pobres urbanos”, la especialista indicó que la Ley del Suelo en Argentina data de los años 50. Esto provoca que se haya conformado un mercado que, si bien es legal, está escasamente regulado por el Estado, tanto en la producción de suelo urbano como en la comercialización del mismo. Para Clichevsky, esto provocó “que los agentes inmobiliarios retengan grandes cantidades de tierra, que se convierten en vacantes urbanos, es decir lotes legales, pero vacíos.” Haciendo una mirada histórica sobre este problema, la especialista llegó a dos conclusiones: “En primer lugar nunca hubo una política pública de restricción a la propiedad sin uso. Por otro lado, lo anterior provoca que desde 1972 no se produce tierra urbana para los sectores de menos recursos. Esto hace que los mismos busquen tierra en un mercado ilegal donde surgen los problemas del dominio legal de la tierra y de infraestructura, ya que los lotes ocupados ilegalmente muchas veces no poseen los servicios mínimos”. 

A este diagnóstico, Clichevsky agregó lo que para ella es el poco impacto que desde los noventa tienen los programas de Legalización Dominial de la Tierra y de Mejoramiento del Suelo Urbano, financiados en parte por créditos del BID. Y ello “porque se legaliza la tierra pública y no la privada. Así las mejoras sólo llegan a áreas que están legalizadas dominialmente, sin intervenir en el mercado ilegal”. Además la especialista agregó que en esos programas “nunca participa la población involucrada”. Todo esto la lleva a una conclusión central: los programas de regularización dominial están desarticulados con las políticas urbanísticas, con lo cual el Estado no tiene una política de equidad para la temática de la tierra. 

Como propuesta para salir de esta situación Clichevsky propuso reformular los parámetros desde los cuales pensar una política pública con mayor equidad. Para ello, planteó una serie de interrogantes-guía, entre los que se destacan: “Los programas que están en curso ¿Proponen una inclusión social para las poblaciones escasos recursos? ¿Qué significa el endeudamiento externo para los programas de regularización dominial?”. 

Recuperar la plusvalía urbana 

En segundo lugar habló el colombiano Alejandro Florian Borbon, Director Ejecutivo de la Federación Nacional de Organizaciones de Vivienda Popular. Ha sido miembro del consejo de Directores de la Coalición Internacional del Hábitat, Coordinador del Comité de Política Habitacional de Bogotá y Asesor del Alcalde Mayor de Bogotá en temas Urbanos y Habitacionales. 

El centro de su exposición estuvo en la propuesta que varios municipios colombianos están llevando a cabo para retomar el rol del estado en la regulación del suelo urbano. “El urbanismo, remarcó Borbón, es una función pública, por lo tanto el Estado debe, a nombre de la comunidad, recuperar las plusvalías generadas por la acción urbanística que lleva adelante. Esto implica distribuir las ganancias del enriquecimiento del suelo ”. 

Para explicar qué significa esto, el colombiano reconstruyó lo que, aun con diferencias socio-históricas, sucede en toda Latinoamérica: los sectores con mayores recursos tienen muchas veces acceso privilegiado a las informaciones donde el Estado va invertir en infraestructura, por ello adquieren terrenos a precios bajos y los retienen hasta que las mejoras elevan el precio. Luego construyen o venden a precio de mercado, incluso al mismo Estado, quedándose con las ganancias que generó el accionar público. “Esto es un negocio redondo”, concluyó Borbon. 

Frente a esta realidad, en Bogotá se comenzó a implementar un impuesto a la “plusvalía urbana” que recupere lo invertido por la obra pública en el mejoramiento del suelo urbano. El objetivo es que con los recursos obtenidos se ejecuten políticas de inclusión social que garanticen el acceso equitativo al suelo urbanizado a todos los sectores sociales. Sin embargo, Borbon aclaró que “esto no es fácil porque se toca algo que está muy inserto culturalmente en toda la región: que en la propiedad privada se puede hacer lo que se quiera.” 

Por eso planteó que este trabajo implica una gran batalla cultural que está compuesta por varios elementos: la lucha desde el marco de derechos humanos; una concepción que el hábitat es una producción social y colectiva; y una gestión democrática de las políticas públicas, es decir con participación de las organizaciones sociales. 

Por último, el especialista contó que en Colombia lograron que se dicte la Ley de reforma Urbana que contiene normativas concretas sobre el tema de la plusvalía urbana. “El desafío, es lograr que se implemente en todo el país.” 

Construir un poder político 

Antes del trabajo de la tarde, la última intervención estuvo a cargo de representantes de organizaciones sociales. Pedro Plaza, Violeta Ojeda y Margarita remarcaron que que el problema del suelo urbano “con una periferia pobre y un centro rico, es ante todo un problema político económico. Sacando a los pobres del centro de la ciudad vemos cómo se ejerce la dominación del neoliberalismo”. Reconocieron que ni el gobierno provincial ni el municipal tienen una política urbanística de inclusión social. 

Remarcaron que “la organización es una herramienta que está al alcance de todos y es lo que nos da fuerza”. Pero una organización con una clara definición política, porque si bien reconocieron que en muchos casos lograron construir vivienda para los sectores populares, lo hicieron desde una lógica que no es la propia. “Entendimos el camino de la tierra desde la lógica del mercado. Planteamos loteos sociales con tamaños menores a los otros ciudadanos, autoexcluyéndonos”. enfatizó Violeta Ojeda de la Red Sureste. Y agregó, “esto provocó que reprodujéramos el modelo lo cual nos diezmó con el tiempo. Por ello tenemos que preguntarnos qué ciudad con qué urbanismo queremos. Y para ello es necesario que construyamos un espacio para pensar y proponer políticas urbanísticas públicas y democráticas donde las organizaciones recuperemos para todos y todas el derecho a la ciudad”. 

Con ellos estuvieron dos representantes del Movimiento Campesino de Córdoba, quienes contaron cómo diariamente “nos levantamos pensando cómo frenar los desalojos que se vienen”. Ambos remarcaron que si bien se vienen dictando leyes que “supuestamente nos benefician, hasta ahora ninguna se lleva a la práctica, con lo cual la expropiación de tierras que nos pertenecen ancestralmente sigue avanzando sin que nadie frene a los empresarios que buscan nuevas tierras por la expansión de la frontera agrícola”. Por ello concluyeron que luchar por la tierra y por formar alternativas de producción y subsistencia es luchar por el futuro. 

Luchar por el agua es luchar por la vida 

Ésta fue la consigna que repitieron los expositores en la segunda jornada de trabajo, cuyo eje fue “acceso al agua potable”. La misma comenzó con la intervención de José Luis Flores, dirigente de los regantes de Tiquipaya, comunidad boliviana que en el 2003, junto a la de Colcapirhua, sostuvieron una fuerte lucha contra los intentos de privatización del agua potable en el vecino país, proceso que se conoció como “La II Guerra del Agua”. Flores comenzó contando cómo la labor tradicional de los regantes es distribuir comunitariamente el agua que se usa tanto para labores domésticas como para riego. Ese trabajo se realiza con la tradición de los usos y costumbres, “que no está escrita en ningún lado, pero que es la que guía nuestros pueblos desde tiempos inmemoriales”. Así ancestralmente el agua es de gestión comunitaria y pública. 

El conflicto se desarrolló en el 2003 cuando en los municipios de Tiquipaya y Colcapirhua, el alcalde quiso crear una empresa (Epsa-Macoti) que terminaba privatizando el servicio de agua potable y alcantarillado. Se entregaban así todos los recursos acuíferos del municipio, ignorando los derechos y usos ancestrales de la población, y con ello la demostrada capacidad de las comunidades para gestionar el agua. Por ello los regantes, las cooperativas de agua y las comunidades campesinas se movilizaron, con bloqueos de ruta y represión, para impedir la ejecución del proyecto y la renuncia del alcalde. Si bien la lucha fue dura, reconoció Flores, las movilizaciones lograron sus objetivos. “Sin embargo, la lucha no termina allí, las multinacionales del agua vienen por nuestros recursos”, por lo cual Flores planteó que es urgente la articulación política a niovel de organizaciones sociales de Latinoamérica para defender “los recursos naturales que son de todos y que las multinacionales quieren apropiarse”. 

En Argentina: recuperando claridad

Luego expuso Fabián Monti, vicepresidente de la Unión de Usuarios y Consumidores de Rosario e integrante de la Asamblea Provincial por la Defensa del Agua. Bajo el título “El agua como derecho humanos, la lucha en Santa Fe. Aportes para una gestión pública sustentable.” Monti hizo resumen de lo que fue la lucha contra la empresa Aguas de Santa Fe, subsidiaria de la multinacional Suez, que tenía en concesión la distribución del servicio de agua potable en toda la provincia. En esto destacó que desde el principio la empresa incumplió con el contrato y que los entes reguladores del Estado no oponían ningún tipo de limitaciones. “Es más, agregó, si el Estado encaraba alguna obra, era luego la empresa la que cobraba el servicio”. 

Por ello, en el 2002, luego de la inundación que sufrió la ciudad de Santa Fe, con decenas de muertos y daños millonarios, se constituyó una asamblea provincial que entre sus objetivos incluía que se rescinda el contrato con Aguas de Santa Fe. Esto se logró en agosto de este año, cuando unilateralmente la empresa decidió retirarse de la concesión. “Esto nos enfrenta a elaborar proyectos con la idea de armar un modelo de gestión pública y democrática para el uso de los recursos hídricos que son un bien social, y por ende de todos. La gente de las comunidades tienen que decidir hacia dónde va el agua” remarcó Monti. 

Luego hablaron Jorge Massin, representante de la ONG santafesina CANOA, y Luis Bazán, integrante de la “Comisión Popular por la recuperación del Agua en Córdoba”. 

Por su parte, Massin indicó que “dos tercios de la población santafesina no tiene acceso a la red cloacal, y un tercio no tiene agua potable”. Por ello remarcó que ahora, una vez que se fue la empresa privada, nuevamente se habla de conceder el servicio a otra empresa, “como si fuera un mero conflicto de intereses entre empresas malas y empresas buenas”. Con esto, para Massin, no se discute el tema de fondo: la importancia estratégica y vital que tiene el agua dulce como recurso no renovable. “”Se habla de muchas cosas, pero no del agua como recurso vital, fuera del mercado y su lógica”. Y, sostuvo que mientras ese tema no se enfrente va a ser muy difícil cambiar el foco a la cuestión. Por eso la ONG de la que es parte plantea “seguir batallando desde el llano con una propuesta cultural de talleres en los barrios, donde se enfoca el tema de qué significan los servicios públicos y que el agua es un derecho humano básico”. 



	


